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Breve comentario de la sentencia del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos (Seccion 32), de 2
octubre 2018, en los asuntos Mutu y Pechstein c. Suiza

Josep Maria JULIA *

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (“TEDH”) aborda en la sen-
tencia comentada cuestiones de gran interés en relacion con el arbitraje de-
portivo internacional ante el Tribunal Arbitral del Deporte (“TAS”). En el
caso del futbolista rumano Adrian Mutu, el Tribunal Federal Suizo desestim6
el 10 de junio de 2010 la anulacién de un laudo del TAS de 31 de julio de
2009 que confirmaba el importe de la indemnizacion por ruptura unilateral
de contrato debida al club Chelsea en virtud del reglamento de la Federacion
Internacional de Fuatbol (“FIFA”). En el asunto de la patinadora alemana
Claudia Pechstein, el Tribunal Federal Suizo desestimé el 10 febrero 2010 la
anulacion de un laudo del TAS de 25 noviembre 2009 que confirmaba la
suspension disciplinaria por dos afios decidida por la Unién de Patinaje In-
ternacional (“ISU”). El Tribunal Federal Aleman también sentenci6 el 7 de
junio de 2016 la validez en Alemania de la sumision de la sefiora Pechstein al
arbitraje del TAS, asi como la ausencia de un abuso de posicion de dominio
de la ISU y la independencia del TAS a pesar de la predominancia de las fe-
deraciones deportivas nacionales y los comités olimpicos nacionales e inter-
nacional en la seleccion de arbitros del TAS.

I. Arbitraje voluntario y arbitraje obligatorio

Recordando su jurisprudencia los asuntos Eiffage, Suda o Tabbane, el
TEDH reafirma la necesidad de que la sumisién a arbitraje sea libre, licita e
inequivoca para que no suponga una infraccion del derecho de tutela judicial
efectiva del art. 6.1° del Convenio para la Proteccién de los Derechos y de las
Libertades Fundamentales de 1950 (“Convenio de Roma”). En el caso Mutu,
el hecho de que el art. 42 del reglamento de la FIFA contemplaba expresa-
mente la salvedad del derecho del futbolista para acudir a la jurisdiccion civil
llev6 al TEDH a considerar que el arbitraje era un arbitraje voluntario. El
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deportista no acreditd otros hechos que demostrasen que la no aceptacion de
la clausula arbitral le hubiera impedido en la practica el ejercicio de su profe-
si6on. Aun asi, el TEDH consideré que la renuncia del sefior Mutu no era
inequivoca o total ya que, al intentar recusar a uno de los arbitros durante el
arbitraje, acredit6 que no habia renunciado a la exigencia de independencia e
imparcialidad del TAS impuesta por el art. 6.1° del Convenio de Roma. La
novedad de la consideracion de esta renuncia parcial por el TEDH permite
anticipar la proliferacion de futuros recursos al TEDH o a otros tribunales
constitucionales nacionales en casos en que se haya cuestionado previamente
la independencia o imparcialidad del tribunal arbitral.

El TEDH no consider6 libre ni inequivoca la aceptaciéon del arbitraje TAS
por la sefiora Pechstein ya que la tinica alternativa factible era el abandono
del patinaje profesional a la vista de la posiciéon de dominio de la ISU en el
patinaje internacional, posiciéon que ya fue reconocida en una decisiéon de la
Comision de la Union Europea de 8 diciembre 2017. En su sentencia de 22
marzo 2007 en el caso Canas, el Tribunal Federal Suizo ya habia reconocido
el caracter obligatorio de la sumisién al arbitraje del TAS o de la renuncia a
recurrir en el caso de un tenista. Sorprende sin embargo que el TEDH no
valorase en su sentencia el hecho de que la sehora Pechstein no puso en
cuestion la jurisdiccion ni la composicion del tribunal arbitral en ningin
momento durante el procedimiento arbitral. Este hecho tinicamente es teni-
do en cuenta por el TEDH para entender que Suiza no habia infringido el art.
6.1° del Convenio de Roma al desestimar la anulacién del laudo en el Tribu-
nal Federal Suizo porque no se habian agotado las vias de recurso internas.
Sin embargo, si la sentencia del TEDH reconocié finalmente al TAS también
como un tribunal y el procedimiento ante el TAS establecia la posibilidad de
objetar la jurisdiccion y composicion del tribunal arbitral, la falta de denun-
cia de la validez de la clausula arbitral y del tribunal arbitral durante el arbi-
traje ante el TAS suponia por si misma también que no se habian agotado las
vias de recurso interno.

A pesar de asumir que el arbitraje obligatorio o forzoso debia venir im-
puesto por la ley, y de admitir que en el caso Pechstein la imposicion no deri-
vaba de la ley sino del reglamento de la ISU, el TEDH considerd que existia
un arbitraje forzoso sin mayor explicacion. Existen otros casos, como los
asuntos Deweer o Suda, en que la existencia de un arbitraje obligatorio deri-
vaba de la conjuncién de diferentes circunstancias al margen de una imposi-
cion legal especifica. Para una mejor comprension de la decisiéon, hubiera
bastado con que el TEDH precisara que, en dichos casos, el hecho de que la
legislacion estatal confirme la validez de dicha imposiciéon del arbitraje su-
pone en si mismo una imposicion del arbitraje por ley. En cualquier caso, en
linea con su jurisprudencia en los casos Bramelid y Malmstrom, Suda y
Tabbane, el TEDH corrobora que un arbitraje obligatorio debe cumplir con
todas las garantias del art. 6.1° del Convenio de Roma. Asi, respecto al caso
Pechstein, el TAS debia cumplir con dichas garantias, entre otras, el estable-
cimiento del tribunal por la ley, la independencia e imparcialidad del tribu-
nal o la audiencia puablica.
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I1. El tribunal establecido por la ley

A la hora de verificar si el TAS es un tribunal establecido por la ley, el
TEDH tuvo en cuenta que, a pesar de ser su caracter privado, cumplia una
funcidén jurisdiccional, con unas normas de derecho y procedimientos orga-
nizados y susceptible de recurso limitado ante la jurisdiccién suiza en base a
su Ley Federal de Derecho Internacional Privado que regula el arbitraje in-
ternacional en Suiza. Asimismo, el TEDH tomé en consideracion que la
misma jurisprudencia del Tribunal Federal Suizo reconocia a los laudos del
TAS como verdaderas sentencias asimilables a las de un tribunal estatal.

El reconocimiento del TAS como un tribunal establecido por la ley podria
sorprender frente a una jurisprudencia anterior del TEDH maés estricta res-
pecto a la necesidad de una regulacion legal. El establecimiento por ley debe-
ria cubrir las reglas que gobiernan el tribunal, los limites de su jurisdiccion,
el nombramiento de sus miembros, la duraciéon del cargo o las garantias de
su independencia. Si el objetivo del requisito de establecimiento por ley es
evitar la intervencion del ejecutivo estatal en la organizaciéon del sistema
judicial, quiza el TEDH deberia haber explicado mejor el cumplimiento de
dicho requisito en el caso Pechstein ya que muchas de las reglas de organiza-
cién del TAS y nombramiento de sus arbitros no estin reguladas en una ley
estatal. A diferencia de los casos de Bramelid y Malmstrom o Suda, en los
que el TEDH entendié que no era necesario examinar si la ley de arbitraje
sueca o la ley de arbitraje checa cumplian con el art. 6.1° del Convenio de
Roma, el TEDH parece haber realizado dicho examen en el caso Pechstein ya
que afirm6 que el juego combinado de la ley de arbitraje suiza y su jurispru-
dencia permitian reconocer al TAS la condicién de tribunal establecido por la
ley. Posiblemente el TEDH hubiera podido aclarar que el control del cum-
plimiento de este requisito viene garantizado porque la ley de arbitraje suiza,
al igual que muchas otras leyes arbitrales estatales, establece obligaciones de
independencia e imparcialidad de los arbitros y garantiza la inmutabilidad
de las normas de creacién del tribunal arbitral al permitir la anulaciéon del
laudo si la composicion del mismo no se ajusta a lo pactado por las partes, ya
sea por acuerdo o por referencia a un reglamento arbitral. El hecho de que el
TAS y el Consejo Internacional de Arbitraje del Deporte sean independientes
y no dependan de ningtn estado, de forma que ni siquiera el gobierno suizo
pueda intervenir en la fijaciéon de las normas de establecimiento de la organi-
zacion arbitral y el nombramiento de arbitros, permite alcanzar la protecciéon
frente al ejecutivo deseada por el Convenio de Roma. En cualquier caso, la
aceptaciéon de una institucién arbitral privada como tribunal establecido en
la ley sobre la base de la legislacion arbitral estatal plantea cuestiones futuras
ya que, como ilustra el asunto Suda, podriamos anticipar que dicho recono-
cimiento no se extenderia a instituciones arbitrales sin una independencia
contrastada, sin reglas expresas sobre la seleccion de arbitros, sus cualifica-
ciones y la duraciéon de su mandato, sin reglas expresas para la constitucion
del tribunal arbitral o, probablemente, sin una lista cerrada de arbitros.
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I11. Independencia del TAS

Al igual que ya hiciera el Tribunal Federal Aleméan en su sentencia de 7 de
junio de 2016, el TEDH confirmé la independencia del TAS. La mera finan-
ciacion del TAS por las federaciones deportivas no supone su falta de inde-
pendencia al igual que la financiacion de las jurisdicciones estatales por los
respectivos estados tampoco supone necesariamente la falta de independen-
cia de sus jueces. Aln reconociendo la influencia de las organizaciones de-
portivas en la seleccion de los arbitros, el TEDH consider6 que no se acredito
que dicha influencia se tradujera en la seleccion de arbitros que no fueran
independientes e imparciales, con un mandato temporal establecido.

1V. El futuro del TAS

Aunque el TEDH declar6 la existencia de una infracciéon de los derechos
de la sefiora Pechstein por la falta de audiencia ptiblica ante el TAS, el reco-
nocimiento de éste como un tribunal establecido por la ley, independiente e
imparcial, parece favorecer la continuacion de la necesaria y apreciable labor
del TAS. Al igual que ocurriera con la sentencia del Tribunal Federal Aleman
y con otras anteriores del Tribunal Federal Suizo, es previsible que el TAS
mejore las garantias de sus procedimientos. La profesionalidad y eficiencia
del TAS permiten anticipar que la introduccién de audiencia publica en al-
gunos procedimientos no supondrd un problema insalvable. En cualquier
caso, dicho requisito de audiencia piblica se limita a los casos de arbitraje
obligatorio y, a la vista de las propias excepciones del art. 6.1° del Convenio
de Roma, es posible que muchas partes prefieran renunciar a la audiencia
publica para evitar reforzar la reputacion negativa de algunos procedimien-
tos sancionadores.

Sin perjuicio de la posible revision de la sentencia del TEDH por la Gran
Sala de dicho tribunal, es previsible que el TAS siga siendo el objetivo de
acciones que pongan en cuestion su encomiable tarea a favor del deporte.
Pechstein ha recurrido la sentencia del Tribunal Federal Aleman de 7 junio
2016 ante el Tribunal Constitucional Aleman. Una reciente sentencia del
Tribunal de Apelacién de Bruselas de 29 agosto 2018 invalid6 la sumision a
arbitraje del TAS en los estatutos de FIFA por falta de definicion de la rela-
cion legal especifica objeto de arbitraje. El 8 diciembre 2017 la Comisién de
la Unién Europea consider6 que la sumision al arbitraje TAS en las reglas de
elegibilidad de la ISU como un abuso de posicién dominante por el mero
hecho de que el Tribunal Federal Suizo no permite la revision del laudo TAS
por motivo de la inaplicacion del derecho de competencia europeo. Recor-
dando al recientemente fallido Charles Aznavour, a veces parece que el TAS
sea el protagonista de la pelicula “Tirad sobre el pianista” de Francois Truf-
faut.
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El TAS ha demostrado ya su facultad de adaptacion y mejora y parece ca-
pacitado para afrontar estos retos legales. Algunos desafios simplemente
requeriran la adecuacion o mejora de los reglamentos o estatutos de algunas
organizaciones deportivas o el reforzamiento de algunas garantias de los
procedimientos arbitrales. Otros desafios quiz4 requeriran recurrir algunas
decisiones de la Comisi6on de la Unién Europea y recordarle a ésta que los
tribunales arbitrales del TAS ya vienen desde hace afnos aplicando dicho de-
recho de la competencia, que un laudo no le impide investigar una actuacion
anticompetitiva o que las organizaciones deportivas también representan a
los deméas deportistas interesados en la limpieza del deporte y el cumpli-
miento de las normas de competicién. En cualquier caso, tal como han reco-
nocido tanto el Tribunal Federal Aleman como el TEDH, es dificil concebir
un sistema jurisdiccional alternativo al TAS que permita a nivel internacio-
nal solucionar de forma tan rapida, eficiente y garantista las disputas del
mundo deportivo.

Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos, de 2 octubre 2018

Asunto: Mutu y Pechstein c. Suiza (Requétes nos 40575/10 et 67474/10)
Fuente: https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[ %22001-186434%22]}.

En l'affaire Mutu et Pechstein c. Suisse,
La Cour européenne des droits de 'homme (troisieme section), siégeant en une chambre composée de:

Helena Jaderblom, présidente,

Branko Lubarda, Luis Lopez Guerra, Helen Keller, Pere Pastor Vilanova, Alena Polackova, Georgios A.
Serghides, juges,

et de Fatos Araci, greffiere adjointe de section,

Apres en avoir délibéré en chambre du conseil le 6 décembre 2016 ainsi que les 20 février et 28 aofit
2018,

Rend l'arrét que voici, adopté a cette date :

[...]
B. Sur le fond

1. Sur la validité de I'acceptation de l'arbitrage par les requérants

a) Les theses des parties et les observations du tiers intervenant

i. Les théses du Gouvernement communes aux deux requétes
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77. Se référant a la jurisprudence de la Cour, le Gouvernement indique que le droit a un tribunal
garanti par l'article 6 § 1 de la Convention n’est pas absolu. En particulier, le Gouvernement dit qu'une
personne peut renoncer a l'exercice de certains droits garantis par la Convention au profit d’'un arbi-
trage, lorsqu'’il s’agit de trancher une contestation portant sur ses droits et obligations a caracteére civil,
a condition qu’une telle renonciation soit libre, licite et sans équivoque. Il ajoute que la renonciation
ne doit pas étre faite sous l'effet de la contrainte et que I'arbitrage ne doit pas avoir été imposé par la
loi.

78. En ce qui concerne le cas spécifique du TAS, le Gouvernement considere que le recours a
larbitrage ne répond pas seulement a I'intérét des organisations sportives mais également a celui des
athlétes, membres de ces organisations, dont ils pourraient par ailleurs influencer les statuts. Selon
lui, il est important que les différends sportifs, notamment ceux comportant une dimension interna-
tionale, puissent étre soumis a une juridiction spécialisée qui soit a méme de statuer de maniere
rapide, économique et, si nécessaire, confidentielle, dans le respect des garanties procédurales énu-
mérées a l'article 190 alinéa 2 de la LDIP. Eu égard a la dimension des manifestations sportives inter-
nationales, il ne serait pas concevable que la question de I'arbitrage soit négociée individuellement
avec chacun des participants a de telles manifestations. Le Gouvernement précise que ces manifesta-
tions sont organisées dans différents pays par des organisations ayant leur siége dans des Etats diffé-
rents et quelles sont souvent ouvertes a des athlétes du monde entier. A ses yeux, s'il n’était possible
de parvenir valablement a aucune solution uniforme pour résoudre les litiges résultant de ces mani-
festations, cela poserait de graves problemes a tous les acteurs concernés et porterait gravement
atteinte a la sécurité juridique.

79. Enfin, le Gouvernement argue que le TAS pourrait étre tenté de déplacer son siege dans un
pays non membre du Conseil de 'Europe et de soustraire ainsi entiérement les affaires en question a
T'examen de la Cour.

ii. Requéte n° 40575/10
a) Les théses des parties

80. Le Gouvernement indique que le requérant ne remet pas en cause la procédure arbitrale de
maniere générale et ne prétend pas avoir été contraint de recourir a la procédure arbitrale, et, par
conséquent, il en conclut que l'intéressé doit étre considéré comme ayant volontairement renoncé a
certaines des garanties prévues par l'article 6 de la Convention. Au surplus, le Gouvernement estime
que le requérant avait accepté dans son contrat de travail de se soumettre au réglement de 2001. Or, a
ses yeux, ce reglement ne comportait pas un recours obligatoire a I'arbitrage puisque, en son article
42, il prévoyait que le systéme arbitral devait étre établi «sans préjudice des droits de tout joueur ou
de tout club de demander réparation devant une cour civile (...)». Le Gouvernement soutient donc
que, par le jeu de cette disposition, le requérant aurait pu, des le début, attaquer la décision du club
Chelsea de mettre fin a son contrat devant un tribunal anglais.

81. De son coté, le requérant, citant a 'appui de ses théses certaines analyses de doctrine, soutient
que les contrats de travail des joueurs de football professionnels doivent s’analyser en des contrats
d’adhésion car les joueurs ne disposeraient pas de la force de négociation contractuelle nécessaire
pour imposer aux clubs et aux fédérations de retirer les clauses d’arbitrage. Il allegue, d’'une part, que
tous les joueurs du club Chelsea étaient obligés d’accepter la clause d’arbitrage dans leur contrat et,
d’autre part, que ce genre de pratique est courant dans le monde du football professionnel.

Sa souscription de la clause d’arbitrage n’aurait par conséquent pas été un choix librement consen-
ti et aurait relevé d’une pratique systématique dans le monde du football. Pour les mémes raisons, la
possibilité pour un joueur de football de porter un litige I'opposant a son club devant un tribunal
étatique sur la base de l'article 42 du reglement de 2001, mentionnée par le Gouvernement, ne serait
quapparente.

B) Les observations du tiers intervenant
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82. A l'instar du Gouvernement, le tiers intervenant soutient que le requérant a librement choisi de
se soumettre a un arbitrage, en acceptant, le 26 janvier 2005, la juridiction de la FAPLAC et, par
conséquent, celle du TAS. Le requérant aurait dés lors renoncé volontairement aux garanties prévues
par la Convention, conformément a la jurisprudence de la Cour.

Le tiers intervenant cite a ce titre 'affaire Suovaniemi et autres c. Finlande ((déc.), n° 31737/96, 23
février 1999), considérant que, dans cette affaire, la Cour avait admis qu’une personne pouvait vala-
blement renoncer au droit a ce que sa cause fiit entendue par un tribunal arbitral impartial des lors
que la loi nationale prévoyait une protection suffisante.

83. Le tiers intervenant indique lui aussi que le réglement de 2001 n’imposait pas 'arbitrage eu
égard a la possibilité offerte par son article 42 a tout joueur de football de porter un litige 'opposant a
son club devant un tribunal étatique.

iii. Requéte n° 67474/10

84. Le Gouvernement expose que la requérante avait signé une déclaration par laquelle elle acceptait
expressément I'application du reglement de I'ISU établissant l'autorité de la commission disciplinaire de
cette fédération, ainsi que celle du TAS en tant qu'instance de recours. A ses yeux, c'est donc de maniére
délibérée, en signant un document explicite, que la requérante a adhéré a la convention d’arbitrage.

85. Le Gouvernement ajoute que, s'il est vrai que la réglementation applicable obligeait la requé-
rante a accepter la convention d’arbitrage afin de permettre a celle—ci de participer aux compétitions
organisées par 'ISU, l'intéressée n’a pas contesté cette obligation au moment de signer sa déclaration.
Il indique aussi qu’elle ne s’est pas non plus adressée a un tribunal étatique pour contester
l'imposition d’'une clause d’arbitrage comme condition a sa participation a une compétition sportive,
et ce alors qu’elle en aurait eu la faculté. De méme, il estime que, en tant qu’athléte ayant participé a
de nombreuses compétitions internationales, elle aurait également pu mettre en avant sa renommée
pour tenter de s’opposer a la convention d’arbitrage.

86. Le Gouvernement soutient en outre qu'une inégalité entre les parties, résultant de leurs quali-
tés respectives de participante a une compétition sportive et d’organisatrice de cette méme compéti-
tion, ne peut avoir pour effet d'invalider une convention d’arbitrage. Admettre le contraire remettrait
en question toutes les clauses arbitrales et 'ensemble du droit contractuel.

87. Le Gouvernement en déduit que la convention d’arbitrage acceptée par la requérante ne peut
étre considérée comme ayant été conclue sous la contrainte. A cet égard, il estime que, méme si le
Tribunal fédéral, dans sa jurisprudence relative a I'arbitrage sportif (arrét du 22 mars 2007, ATF 133
III 235 ; paragraphe 42 ci—dessus), considére que les sportifs professionnels n’ont d’autre choix que
d’accepter les clauses arbitrales imposées par les fédérations, cela ne pose probléme que lorsque les
décisions d’arbitrage ne sont pas susceptibles de recours.

88. Se référant a la jurisprudence de la Cour, la requérante indique, quant a elle, que, s’il est vrai
qu’une personne peut renoncer a l'exercice de certains droits garantis par la Convention en faveur
d’un arbitrage, lorsque le recours a I'arbitrage n’est pas librement consenti, les garanties prévues par
T'article 6 § 1 de la Convention trouvent a s’appliquer.

89. La requérante soutient que les fédérations sportives profitent de la position de monopole qui
serait la leur pour obliger les sportifs de haut niveau a accepter le recours a I'arbitrage du TAS, faute de
quoi ceux—ci ne seraient pas autorisés a participer aux compétitions, notamment olympiques. Elle dit
que la possibilité, évoquée par le Gouvernement, de refuser la clause d’arbitrage et de recourir devant
un tribunal étatique est illusoire. Elle ajoute que, a supposer méme qu’un tribunal étatique se pro-
nonce sur la question dans un délai compatible avec la participation aux manifestations sportives
concernées, sa décision n’aurait de force que dans I'Etat en question, et ce alors que, d’apres elle, les
compétitions internationales se déroulent dans une multitude d’Etats.

90. La requérante avance que méme le Tribunal fédéral, dans sa jurisprudence relative a 'arbitrage
sportif, considere que les sportifs professionnels n'ont d’autre choix que d’accepter la clause arbitrale. Elle
cite, a titre d’exemple, I'arrét du 22 mars 2007 (ATF 133 I1I 235 ; paragraphe 42 ci—dessus).
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91. La requérante, qui dit avoir souscrit la clause d’arbitrage sous la contrainte, estime par consé-
quent que les garanties prévues par l'article 6 § 1 de la Convention sont applicables dans leur totalité a
la procédure la concernant menée devant le TAS.

b) L’appréciation de la Cour
i. Principes généraux

92. La Cour rappelle que l'article 6 § 1 de la Convention garantit a toute personne le droit a ce
quun tribunal connaisse de toute contestation relative a ses droits et obligations de caractere civil. 1l
consacre de la sorte le «droit a un tribunal», dont le droit d’acces, a savoir le droit de saisir le tribunal en
matiere civile, ne constitue qu’un aspect (Paroisse gréco—catholique Lupeni et autres c. Roumanie [GC],
n°76943/11, § 84, 29 novembre 2016 et Golder c. Royaume—Uni, 21 février 1975, § 36, série A n° 18).

93. Le droit d’acces aux tribunaux, reconnu par l'article 6 § 1, n’est pourtant pas absolu : il se préte
a des limitations implicitement admises, car il commande de par sa nature méme une réglementation
par 'Etat. Les Etats contractants jouissent en la matiére d’une certaine marge d’appréciation. Il appar-
tient pourtant a la Cour de statuer en dernier ressort sur le respect des exigences de la Convention ;
elle doit se convaincre que les limitations mises en ceuvre ne restreignent pas I'acces offert a I'individu
d’une maniére ou a un point tels que le droit s’en trouve atteint dans sa substance méme. En outre,
pareille limitation ne se concilie avec I'article 6 § 1 que si elle tend a un but légitime et s’il existe un
rapport raisonnable de proportionnalité entre les moyens employés et le but visé (Paroisse gréco—
catholique Lupeni et autres, précité, § 89, Eiffage S.A. et autres c. Suisse (déc.), n° 1742/05, 15 sep-
tembre 2009, Osman c. Royaume—Uni, 28 octobre 1998, § 147, Recueil 1998—VIII, et Waite et Ken-
nedy c. Allemagne [GC], n°26083/94, § 59, CEDH 1999-I).

94. Ce droit d’acces a un tribunal n’implique pas nécessairement le droit de pouvoir saisir une juri-
diction de type classique, intégrée aux structures judiciaires ordinaires du pays ; ainsi, un organe
chargé de trancher un nombre restreint de litiges déterminés peut s’analyser en un tribunal a condi-
tion d’offrir les garanties voulues (Lithgow et autres ¢. Royaume—Uni, 8 juillet 1986, § 201, série A n°
102). L’article 6 ne s’oppose donc pas a ce que des tribunaux arbitraux soient créés afin de juger cer-
tains différends de nature patrimoniale opposant des particuliers (Suda c. République tchéque, n°
1643/06, § 48, 28 octobre 2010). Présentant pour les intéressés comme pour I'administration de la
justice des avantages indéniables, les clauses contractuelles d’arbitrage ne se heurtent pas, en prin-
cipe, a la Convention (Tabbane c. Suisse (déc.), n°41069/12, § 25, 1 mars 2016).

95. En outre, il convient de distinguer entre arbitrage volontaire et arbitrage forcé. S’agissant d'un
arbitrage forcé, en ce sens que l'arbitrage est imposé par la loi, les parties n’ont aucune possibilité de
soustraire leur litige a la décision d’un tribunal arbitral. Celui—ci doit offrir les garanties prévues par
Tarticle 6 § 1 de la Convention (Suda, précité, § 49).

96. En revanche, lorsqu'’il s’agit d’un arbitrage volontaire consenti librement, il ne se pose guére de
probléme sur le terrain de l'article 6. En effet, les parties a un litige sont libres de soustraire aux juri-
dictions ordinaires certains différends pouvant naitre de 'exécution d’'un contrat. En souscrivant une
clause d’arbitrage, les parties renoncent volontairement a certains droits garantis par la Convention.
Une telle renonciation ne se heurte pas a la Convention pour autant qu’elle est libre, licite et sans
équivoque (Eiffage S.A. et autres, décision précitée, Suda, précité, § 48, R. c. Suisse, n° 10881/84,
décision de la Commission du 4 mars 1987, Décisions et rapports (DR) n° 51, Suovaniemi et autres,
décision précitée, Transportes Fluviais do Sado S.A. c. Portugal (déc.), n° 35943/02, 16 décembre
2003, et Tabbane, décision précitée, § 27). De plus, pour entrer en ligne de compte sous I'angle de la
Convention, la renonciation a certains droits protégés par celle—ci doit s’entourer d'un minimum de
garanties correspondant a sa gravité (Pfeifer et Plankl c. Autriche, 25 février 1992, § 37, série A n° 227,
et Tabbane, décision précitée, § 27).

ii. Application de ces principes aux cas d’espéce

a) Les considérations communes aux deux requétes
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97. A titre liminaire, la Cour rappelle avoir déja relevé que la LDIP reflétait un choix de politique
législative qui répondait au souhait du législateur suisse d’augmenter l'attractivité et lefficacité de
Tarbitrage international en Suisse (Tabbane, décision précitée, § 33) et que la mise en valeur de la
place arbitrale suisse pouvait constituer un but légitime (ibidem, § 36).

98. En ce qui concerne le cas spécifique de 'arbitrage sportif, elle considere qu’il y a un intérét cer-
tain a ce que les différends qui naissent dans le cadre du sport professionnel, notamment ceux qui
comportent une dimension internationale, puissent étre soumis & une juridiction spécialisée qui soit a
méme de statuer de maniére rapide et économique. En effet, les manifestations sportives internatio-
nales de haut niveau sont organisées dans différents pays par des organisations ayant leur siege dans
des Etats différents, et elles sont souvent ouvertes a des athlétes du monde entier. Le recours 4 un
tribunal arbitral international unique et spécialisé facilite une certaine uniformité procédurale et
renforce la sécurité juridique. Cela est d’autant plus vrai lorsque les sentences de ce tribunal peuvent
faire 'objet de recours devant la juridiction supréme d’un seul pays, en l'occurrence le Tribunal fédéral
suisse, qui statue par voie définitive.

Sur ce point, la Cour rejoint donc le Gouvernement et reconnait qu'un mécanisme non étatique de
reglement des conflits en premiére et/ou deuxiéme instance, avec une possibilité de recours, bien que
limitée, devant un tribunal étatique, en derniére instance, pourrait constituer une solution appropriée
en ce domaine.

99. En revanche, en ce qui concerne le risque, évoqué par le Gouvernement, que le TAS puisse étre
tenté de déplacer son siége dans un pays non membre du Conseil de I'Europe afin de soustraire entie-
rement le contentieux porté devant lui & I'examen de la Cour (paragraphe 79 ci—dessus), il
n’appartient pas a cette derniere de se prononcer in abstracto sur une telle éventualité. Si une telle
hypothése devait se réaliser, il appartiendrait a la Cour de statuer, au cas par cas, lors de 'examen de
requétes introduites devant elle 4 la suite du prononcé par les juridictions des Etats parties a la Con-
vention de décisions donnant force exécutoire aux sentences du TAS dans les ordres juridiques res-
pectifs de ces Etats.

100. En l'occurrence, la question qui se pose a la Cour est celle de savoir si, dans les deux cas
d’espece, en acceptant la juridiction du TAS, les requérants ont renoncé au bénéfice des garanties
prévues par l'article 6 § 1 de la Convention, qu’ils invoquent dans leurs requétes respectives. Dans le
cas du requérant, il s’agit de 'indépendance et de I'impartialité de deux des arbitres composant la
formation arbitrale ayant rendu la sentence du 31 juillet 2009. Dans le cas de la requérante, il s’agit de
I'indépendance et de I'impartialité structurelle du TAS en raison du mode de nomination des arbitres.

101. Cette question présuppose que I'acceptation de la juridiction du TAS ait valu renonciation im-
plicite a I'application de tout ou partie des garanties prévues par l'article 6 § 1 de la Convention norma-
lement applicables aux litiges portés devant les tribunaux étatiques. Or le Gouvernement soutient que
c’est par le jeu de principes généraux d’ordre procédural reconnus par le Tribunal fédéral que I'article
6 trouve a s’appliquer «indirectement» aux procédures devant le TAS (paragraphe 54 ci—dessus).

102. Par conséquent, au moment de choisir d’accepter ou non la juridiction du TAS, et a supposer
méme qu’ils aient eu recours a des conseils éclairés, les requérants pouvaient au mieux espérer qu’en
acceptant la juridiction du TAS ils auraient bénéficié d’une application «indirecte» de I'article 6 § 1. Une
telle hypothese laissait par ailleurs ouverte la question de leurs droits respectifs a un recours individuel
devant la Cour, au cas ot le TAS et/ou le Tribunal fédéral, dans leur application «indirecte» de l'article 6
§ 1, auraient fait une mauvaise interprétation des principes dégagés par la jurisprudence de la Cour.

103. La Cour part donc du principe que, dans les deux cas d’espece, l'acceptation de la clause
d’arbitrage pouvait valoir renonciation a tout ou partie des garanties prévues par l'article 6 § 1. Elle
doit donc déterminer si cette acceptation relevait d'un choix «libre, licite et sans équivoque» au sens
de sa jurisprudence. Pour y parvenir, la Cour juge utile de comparer les causes objet de la présente
affaire a des affaires d’arbitrage commercial sur lesquelles elle s’est déja prononcée.

104. Dans l'affaire Tabbane (déc.), précitée, le requérant était un homme d’affaires tunisien qui en-
tretenait des relations commerciales avec la société Colgate. La Cour a considéré qu’en concluant un
compromis d’arbitrage le requérant avait expressément et librement renoncé a la possibilité de sou-
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mettre les litiges potentiels a un tribunal ordinaire, qui lui aurait offert I'ensemble des garanties de
Tarticle 6 de la Convention. Il n’existait par ailleurs aucune indication quant au fait que le requérant
avait agi sous la contrainte en signant la convention d’arbitrage, et I'intéressé ne le prétendait pas.

105. Dans l’affaire Eiffage S.A. et autres (déc.), précitée, les requérantes, qui s’étaient constituées
en un groupement d’entreprises de génie civil, se plaignaient d’'une clause d’arbitrage contenue dans
un contrat qu’elles avaient conclu avec 'Organisation européenne pour la recherche nucléaire («le
CERN») apres avoir répondu a un appel d’offres. La Cour a considéré que les requérantes avaient
librement décidé de conclure un contrat avec le CERN et d’en accepter les conditions générales, les-
quelles prévoyaient I'arbitrage comme voie exclusive de reglement des différends.

106. Dans l'affaire Transportes Fluviais do Sado S.A. (déc.), précitée, la requérante était une socié-
té anonyme ayant conclu un contrat de concession avec une administration publique. La Cour a relevé
que c'était la requérante elle-méme qui, en accord avec I'administration concédante, avait décidé de
soustraire aux juridictions ordinaires certains différends pouvant naitre de 'exécution du contrat de
concession. La Cour a d’ailleurs remarqué que de telles clauses d’arbitrage étaient courantes s’agissant
de ce type de contrat.

107. La Cour souligne que, dans ces trois affaires, les requérants — un homme d’affaires et des so-
ciétés commerciales — étaient libres d’établir ou non des relations commerciales avec les partenaires
de leur choix sans que cela affectat leur liberté et leur capacité de mener, avec d’autres partenaires, des
projets relevant de leurs domaines d’activité respectifs. Par exemple, il est difficile de croire que
T'entreprise Eiffage, qui est trés active dans le secteur des travaux publics mais également dans celui
du logement résidentiel privé, soit obligée d’accepter des clauses d’arbitrage pour pouvoir exister en
tant qu'entreprise de construction. Pour une entreprise de ce type, la renonciation a un ou plusieurs
marchés publics comportant une clause d’arbitrage pourrait avoir des répercussions en termes de
chiffre d’affaires mais probablement pas en termes de capacité a vivre de son activité de construction.

108. Dans les présentes causes, les requérants sont deux sportifs de haut niveau qui gagnent leur
vie en pratiquant leurs disciplines respectives dans les circuits professionnels. Leurs situations respec-
tives ne sont pas comparables a celles qui viennent d’étre décrites.

La Cour va les examiner séparément en commengant par la situation de la requérante.
B) Requéte n° 67474/10

109. La Cour rappelle tout d’abord que la réglementation applicable de I'ISU prévoyait la juridic-
tion obligatoire du TAS pour les litiges résultant, comme dans le cas d’espece, d’une procédure disci-
plinaire (paragraphe 50 ci—dessus).

110. Elle releve ensuite que le Gouvernement ne conteste pas que la réglementation applicable
obligeait la requérante a accepter la convention d’arbitrage afin que celle—ci piit participer aux compé-
titions organisées par I'ISU (paragraphe 85 ci—dessus).

111. Elle rappelle d’ailleurs que le Tribunal fédéral lui-méme a admis dans sa jurisprudence rela-
tive au TAS que «lathléte qui souhaite participer a une compétition organisée sous le controle d’'une
fédération sportive dont la réglementation prévoit le recours a 'arbitrage [n’aura] d’autre choix que
d’accepter la clause arbitrale, notamment en adhérant aux statuts de la fédération sportive en ques-
tion dans lesquels ladite clause a été insérée, a plus forte raison s’il s’agit d'un sportif professionnel. Il
sera confronté au dilemme suivant : consentir a I'arbitrage ou pratiquer son sport en dilettante»
(paragraphe 42 ci—dessus).

112. La Cour note également que la Commission européenne soupconne I'ISU d’exercer une sorte
de monopole sur 'organisation des compétitions de patinage de vitesse (paragraphe 47 ci—dessus).

113. En l'occurrence, la Cour considére que le choix qui s’offrait a la requérante n’était pas de parti-
ciper & une compétition plutot qu’a une autre, en fonction de son acceptation ou sa non—acceptation
d’une clause d’arbitrage. En effet, contrairement au choix offert aux requérants des affaires Tabbane,
Eiffage S.A. et autres, et Transportes Fluviais do Sado S.A. (décisions précitées) — qui avaient eu la
possibilité de conclure un contrat avec un partenaire commercial plutét qu’avec un autre —, le seul
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choix offert a la requérante était soit d’accepter la clause d’arbitrage et de pouvoir gagner sa vie en
pratiquant sa discipline au niveau professionnel, soit de ne pas I'accepter et de devoir renoncer com-
pletement a gagner sa vie en pratiquant sa discipline a un tel niveau.

114. Eu égard a la restriction que la non—acceptation de la clause d’arbitrage aurait apportée a la
vie professionnelle de la requérante, I'on ne peut pas affirmer que cette derniére a accepté cette clause
de maniere libre et non équivoque.

115. La Cour en conclut que, bien qu’elle n’ait pas été imposée par la loi mais par la réglementation
de I'ISU, l'acceptation de la juridiction du TAS par la requérante doit s’analyser comme un arbitrage
«foreé» au sens de sa jurisprudence (voir, a contrario, Tabbane, décision précitée, § 29). Cet arbitrage
devait par conséquent offrir les garanties de I'article 6 § 1 de la Convention (paragraphe 95 ci—dessus).

Y) Requéte n° 40575/10

116. En ce qui concerne le requérant, la Cour note que, si l'article 42 du réglement de 2001, auquel
le requérant était tenu de se soumettre pour pouvoir évoluer dans un club de football professionnel,
prévoyait bien le recours a l'arbitrage, le systeme permettant un tel recours devait étre établi «sans
préjudice des droits de tout joueur ou de tout club de demander réparation devant une cour civile
dans des litiges opposant clubs et joueurs» (voir la partie «La réglementation pertinente de la FIFA»).

La situation du requérant est par conséquent différente de celle de la requérante, dans la mesure
ou la réglementation applicable de la fédération sportive concernée n’imposait pas l'arbitrage mais
laissait le mode de réglement des litiges a la liberté contractuelle des clubs et des joueurs.

117. Or le requérant soutient que, en raison de I'existence d’'une disparité quant au pouvoir de né-
gociation contractuelle entre lui—-méme et le club Chelsea, et entre les joueurs et les clubs de football
en général, son acceptation de la clause d’arbitrage n’était pas réellement libre. I allegue, d’une part,
que tous les joueurs du club Chelsea étaient obligés d’accepter la clause d’arbitrage dans leur contrat
et, d’autre part, que ce genre de pratique est courant dans le monde du football professionnel, les
joueurs n’ayant a ses dires pas une force de négociation suffisante pour s’y opposer.

118. Par ailleurs, le requérant estime que, pour les mémes raisons, la possibilité pour un joueur de
football de porter un litige 'opposant a son club devant un tribunal étatique sur la base de I'article 42
du reglement de 2001, évoquée par le Gouvernement, n’est qu’apparente (paragraphe 81 ci—dessus).

119. La Cour peut accepter qu’un grand club de football, disposant de moyens financiers considé-
rables, puisse disposer d'un pouvoir de négociation plus important qu'un simple joueur, fit—il de
grande renommeée. Cela étant, non seulement le requérant n’apporte pas la preuve que tous les
joueurs du club Chelsea avaient été obligés d’accepter la clause d’arbitrage, mais il n’apporte pas non
plus la preuve que d’autres clubs de football professionnel, disposant peut—étre de moyens financiers
plus modestes, auraient refusé de 'embaucher sur la base d’'un contrat prévoyant le recours a une
juridiction ordinaire. Au surplus, il n’apporte pas la preuve de son impossibilité a se prévaloir de
Tarticle 42 du réglement de 2001, qui lui permettait de porter son litige devant un tribunal étatique.

120. Contrairement a la requérante, le requérant n’a donc pas démontré que le seul choix qui
s'offrait a lui consistait a accepter la clause d’arbitrage et pouvoir gagner sa vie en pratiquant sa disci-
pline au niveau professionnel, ou ne pas I'accepter et renoncer complétement a gagner sa vie en prati-
quant sa discipline a un tel niveau. La Cour considere donc que l'on ne peut, dans le cas d’espece,
parler d’'un arbitrage «forcé» (Tabbane, décision précitée, § 29).

121. Reste a savoir si le choix du requérant était «sans équivoque», c’est—a—dire si, en optant,
méme librement, pour la juridiction du TAS au lieu de celle d’'un tribunal étatique, le requérant avait
renonceé en toute connaissance de cause au droit a ce que son litige avec le club Chelsea fiit tranché par
un tribunal indépendant et impartial. A cet égard, la Cour rappelle que, dans sa décision Suovaniemi
et autres (précitée), elle a considéré que le choix des requérants de se soumettre a un arbitrage était
non seulement volontaire, car ils avaient librement accepté la convention d’arbitrage, mais également
«sans équivoque», puisqu’ils n’avaient pas récusé, au cours de la procédure arbitrale, 'arbitre dont ils
contestaient I'indépendance et I'impartialité.
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122. En l'occurrence, la Cour note que, le 22 septembre 2008, s’appuyant sur l'article R34 du code
de l'arbitrage, le requérant avait requis la récusation de I'arbitre choisi par le club Chelsea, Me D.—R.
M., dont il contestait 'indépendance et 'impartialité (paragraphe 15 ci—dessus). Par conséquent, a la
différence de ce qui a été jugé dans l'affaire Suovaniemi et autres (déc.), précitée, 'on ne peut pas
considérer que, en acceptant la clause d’arbitrage dans son contrat et en choisissant de porter l'affaire
devant le TAS — et non devant un tribunal étatique, comme il y était autorisé par l'article 42 du régle-
ment de 2001 —, le requérant avait renoncé «sans équivoque» a contester l'indépendance et
I'impartialité du TAS lors d'un éventuel litige 'opposant au club Chelsea.

123. Par conséquent, dans le cas du requérant aussi, la procédure d’arbitrage devait offrir les ga-
ranties de I'article 6 § 1 de la Convention (paragraphe 95 ci—dessus).

2. Sur l'indépendance et I'impartialité du TAS

a) Les théses des parties et les observations du tiers intervenant
i. Requéte n° 67474/10

a) La thése de la requérante

124. La requérante soutient que le TAS n’est ni indépendant ni impartial. Elle indique que, selon le
droit procédural applicable au TAS, les deux parties a un litige peuvent chacune nommer un arbitre de
leur choix, mais qu’elles n’ont aucune influence sur la nomination du troisiéme arbitre chargé de
présider la formation arbitrale, et que le président de la formation arbitrale est nommé par le greffe du
TAS, et notamment par son secrétaire général. Elle indique aussi que le TAS est financé par les fédéra-
tions sportives et que, par conséquent, ce systéme de nomination implique que les arbitres désignés
par le greffe du TAS sont enclins a favoriser les fédérations. La requérante soutient d’ailleurs que le
président de la formation arbitrale ayant statué sur sa cause avait un préjugé contre les athlétes accu-
sés de dopage car il avait auparavant toujours refusé d’étre nommé en tant qu’arbitre par un athléte
accusé de dopage, préférant toujours représenter les fédérations.

125. La requérante dit ensuite que les arbitres doivent étre choisis parmi ceux présents sur la liste
élaborée par le CIAS, dont la grande majorité des membres serait nommée par les fédérations. Elle
estime que la composition de cette liste ne garantit donc pas une représentation équilibrée des intéréts
des athletes par rapport a ceux des fédérations. Elle estime en outre que l'obligation pour les parties de
choisir leur arbitre respectif sur cette liste montre que le TAS ne constitue pas un véritable tribunal arbi-
tral, puisque, selon elle, les parties a un arbitrage classique peuvent choisir leurs arbitres librement.

126. Par ailleurs, la requérante indique que, d’apres l'article R59 du code de l'arbitrage, la sentence
arbitrale est soumise avant son prononcé au secrétaire général du TAS et que celui—ci pourra lui
apporter des corrections de forme mais aussi attirer 'attention de la formation arbitrale sur des ques-
tions de principe, tout en n’ayant pas siégé en tant qu’arbitre (paragraphe 23 ci—dessus). Elle en
déduit que cela illustre de maniere supplémentaire le manque d’indépendance et d’impartialité du
TAS —allégué par elle— eu égard a la nomination du secrétaire général du TAS par le CIAS et a la
prétendue domination de ce dernier par les fédérations. Pour ce qui est de son cas particulier, la
requérante se dit convaincue que le secrétaire général du TAS a exercé une influence réelle sur la
sentence arbitrale, puisque le prononcé de la sentence aurait été plusieurs fois retardé par rapport aux
dates annoncées.

) La these du Gouvernement

127. Le Gouvernement conteste la position de la requérante sur la nomination du président de la for-
mation arbitrale. Il indique que, selon l'article R54 du code de l'arbitrage, le président de la formation
arbitrale est désigné par le président de la chambre arbitrale d’appel du TAS apres consultation des
arbitres nommeés par les parties. Selon lui, le secrétaire général du TAS ne joue aucun role a cet égard,
méme si la lettre informant les parties de ladite nomination est signée par un membre du greffe du TAS.
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Le Gouvernement ajoute que, dans la pratique, si les parties s’accordent sur le nom du président
de la formation arbitrale, le président de la chambre arbitrale d’appel suit généralement leur choix.

128. En ce qui concerne I'indépendance et I'impartialité du président de la formation arbitrale
ayant statué sur la cause de la requérante, qui, d’apres celle—ci, a refusé de siéger en tant qu’arbitre
dans des cas similaires et nourrit ainsi des préjugés contre les athletes accusés de dopage, le Gouver-
nement indique que l'intéressée n’a pas demandé la récusation de cet arbitre, alors qu’elle en aurait eu
la faculté en vertu de l'article R34 du code de l'arbitrage. Il indique en outre que, devant le Tribunal
fédéral, la requérante a avancé un autre argument tenant a des déclarations précédentes que cet
arbitre aurait faites quant a son adoption d’'une «ligne dure» contre le dopage.

129. En ce qui concerne le choix des arbitres a partir de la liste du TAS, le Gouvernement reconnait
que cette liste est obligatoire pour les parties. Cela étant, il consideére, d’une part, que cette liste évolue
régulierement et, d’autre part, que le fait que les arbitres sont choisis par le CIAS n’implique pas que
ceux—ci soient favorables aux fédérations, puisque le CIAS serait lui-méme composé de maniere équili-
brée. Le Gouvernement ajoute que les biographies des membres du CIAS montrent que ceux—ci provien-
nent aussi bien du monde sportif, que du monde judiciaire, que du monde de I'arbitrage international.

130. Quant au mode de financement du TAS, qui, selon la requérante, est un autre élément de la
dépendance de celui—ci envers les fédérations, le Gouvernement indique qu’environ 60 % du budget
du CIAS sont versés par «les différentes entités du Mouvement olympique», les 40 % restants étant
versés par les utilisateurs du TAS par le biais des frais d’arbitrage. Il précise que la contribution versée
par le Mouvement olympique a pour but de permettre a tous les athletes désireux de contester une
décision en matiere disciplinaire de bénéficier de la gratuité des services du TAS et de son greffe, ce
qui aurait d’ailleurs été le cas de la requérante.

Le Gouvernement indique également que les juridictions étatiques sont toujours financées par les
Etats et que la Cour elle—méme est financée par les Etats membres du Conseil de ’Europe. Selon lui,
T'on ne peut en déduire un manque d’impartialité dans les litiges impliquant ces Etats.

131. En ce qui concerne le role du secrétaire général du TAS, le Gouvernement expose que, selon les
dispositions des articles R46 et R59 du code de I'arbitrage, avant le prononcé de la sentence arbitrale, le
secrétaire général du TAS a en effet la possibilité de proposer des rectifications de forme et d’attirer
Tattention de la formation arbitrale sur des questions de principe fondamentales, notamment lorsque la
sentence modifie la jurisprudence du TAS. Toutefois, les membres de la formation arbitrale resteraient
libres de choisir de prendre en considération ou non les observations du secrétaire général. 1l s’agirait
d’une pratique courante dans le monde de I'arbitrage, attestée par I'article 31 du reglement de 'ICC.

Par ailleurs, selon le Gouvernement, les allégations de la requérante quant a la prétendue influence
du secrétaire général du TAS sur la sentence la concernant ne sont pas étayées et le retard de trois
jours dans le prononcé de la sentence, dont l'intéressée se plaint, était dit a une demande de prolonga-
tion de délai formée par la formation arbitrale elle-méme.

ii. Requéte n°40575/10
a) Les théses des parties

132. Le Gouvernement indique d’emblée que, dans sa requéte, le requérant s’est contenté d'un
renvoi a son recours en matiere civile devant le Tribunal fédéral du 14 septembre 2009, sans prendre
position sur une éventuelle violation de l'article 6 § 1 de la Convention ni remettre en cause les conclu-
sions du Tribunal fédéral.

133. Le Gouvernement indique ensuite que I'article 190 de la LDIP, tel qu'interprété par le Tribu-
nal fédéral (ATF 118 II 359 consid. 3b), comprend le non—respect de la regle voulant qu'un tribunal
arbitral présente des garanties suffisantes d’indépendance et d’impartialité. Il se référe en outre a la
jurisprudence du Tribunal fédéral selon laquelle le TAS constitue un véritable tribunal arbitral qui
respecte les garanties nécessaires d’indépendance et d’impartialité et dont les sentences sont assimi-
lables aux jugements d’un tribunal étatique (par exemple, ATF 129 III 445, consid. 3.3.4), et il précise
que cette jurisprudence a été réaffirmée par le Tribunal fédéral dans son arrét du 10 juin 2010 portant
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rejet du recours du requérant. De méme, il dit que I'ordre public procédural énoncé a l'article 190
alinéa 2 lettre a) de la LDIP garantit aux parties le droit a un jugement indépendant sur les conclu-
sions et 'exposé des faits soumis au tribunal d'une maniére conforme a la procédure applicable. Il
ajoute qu’il y a violation de I'ordre public procédural «lorsque des principes fondamentaux et large-
ment reconnus ont été violés, ce qui conduit a une contradiction insupportable avec le sentiment de
justice, de telle sorte que la contradiction apparait incompatible avec les valeurs reconnues dans un
Etat de droit». Le Gouvernement assure que I'exigence d’indépendance et d’impartialité d’un tribunal
fait partie des principes fondamentaux ressortissant de la conception suisse du droit procédural, visés
par l'article 27 alinéa 2 lettre b) de la LDIP.

134. En ce qui concerne le président de la formation du TAS ayant rendu la sentence du 31 juil-
let 2009, qui, selon le requérant, était associé dans un cabinet d’avocats représentant les intéréts
du propriétaire du club Chelsea, le Gouvernement fait observer que le requérant lui—-méme se dit
dans l'incapacité d’apporter la preuve de cette circonstance, par ailleurs réfutée point par point par
l'intéressé, et il considére que c’est donc a juste titre que le Tribunal fédéral n’a pas suivi le requé-
rant sur ce point.

135. En ce qui concerne Me D.—R. M., le Gouvernement se référe aux conclusions du Tribunal fé-
déral (paragraphe 17 ci—dessus) selon lesquelles la circonstance que le président de la formation
arbitrale ayant rendu la sentence du 31 juillet 2009 avait déja siégé dans la formation ayant rendu la
sentence du 15 décembre 2005 n’était pas de nature a faire naitre des doutes quant a 'appréciation
objective de son indépendance et de son impartialité, étant donné la mission circonscrite confiée a la
formation ayant rendu la premiére sentence et le fait que I'on était en présence d'une «série de trois
sentences rendues dans la méme cause», «les deux premiéres revétant un caractere préjudiciel par
rapport a la troisieme».

136. Pour sa part, le requérant renvoie aux arguments développés dans son recours devant le Tri-
bunal fédéral (paragraphe 16 ci—dessus).

B) Les observations du tiers intervenant

137. Le tiers intervenant soutient que le systeme mis en place par la loi suisse, par le biais du con-
trole exercé par le Tribunal fédéral, garantit une protection suffisante quant a l'indépendance et
l'impartialité des formations du TAS.

Au surplus, le tiers intervenant, suivant le Tribunal fédéral, considere : d’'une part, que I'arbitre D.—
R. M. n’avait & aucun moment de la procédure donné de signes de partialité ; d’autre part, que les trois
sentences arbitrales devaient étre considérées comme faisant partie de la méme cause, qui aurait pu
étre entendue par une formation unique, et que, par conséquent, il était légitime qu'un méme arbitre
ait pu faire partie de deux des formations les ayant rendues ; et, enfin, que les allégations du requérant
quant a I'indépendance et I'impartialité de I'arbitre L. F. n’étaient pas étayées.

b) L'appréciation de la Cour
i. Principes généraux

138. La Cour rappelle quen vertu de I'article 6 § 1, un «tribunal» doit toujours étre «établi par la
loi». Cette expression refléte le principe de I'Etat de droit, inhérent a tout le systeme de la Convention
et de ses protocoles. En effet, un organe n’ayant pas été établi conformément a la volonté du législa-
teur, serait nécessairement dépourvu de la 1égitimité requise dans une société démocratique pour
entendre la cause des particuliers. L'expression «établi par la loi» concerne non seulement la base
légale de l'existence méme du tribunal, mais encore la composition du siége dans chaque affaire
(Lavents c. Lettonie, n°58442/00, § 114, 28 novembre 2002). La «loi» visée par cette disposition est
donc non seulement la législation relative a I'établissement et a la compétence des organes judiciaires,
mais également toute autre disposition du droit interne dont le non—respect rend irréguliére la parti-
cipation d’un ou de plusieurs juges a 'examen de 'affaire.
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139. Par ailleurs, la Cour rappelle qu'une autorité qui ne figure pas parmi les juridictions d’un Etat
peut, aux fins de l'article 6 § 1, s'analyser néanmoins en un «tribunal» au sens matériel du terme
(Sramek c. Autriche, n° 8790/79, § 36, 22 octobre 1984). Un «tribunal» se caractérise au sens maté-
riel par son rdle juridictionnel : trancher, sur la base de normes de droit, avec plénitude de juridiction
et a I'issue d’une procédure organisée, toute question relevant de sa compétence (ibidem, et Chypre c.
Turquie [GC], n° 25781/94, § 233, CEDH 2001-1V). La compétence de décider est inhérente a la
notion méme de «tribunal». La procédure devant un «tribunal» doit assurer «la solution juridiction-
nelle du litige» voulue par I'article 6 § 1 (Benthem c. Pays—Bas, 23 octobre 1985, § 40, série A n° 97).
Aux fins de l'article 6 § 1, un tribunal ne doit pas nécessairement étre une juridiction de type classique,
intégrée aux structures judiciaires ordinaires. Il peut avoir été institué pour connaitre de questions
relevant d'un domaine particulier dont il est possible de débattre de maniere adéquate en dehors du
systeme judiciaire ordinaire (Rolf Gustafson c. Suéde, 1¢ juillet 1997, § 45, Recueil 1997-1V). En outre,
seul mérite 'appellation de «tribunal» au sens de I'article 6 § 1 un organe jouissant de la plénitude de
juridiction et répondant a une série d’exigences telles que l'indépendance a 1'égard de 'exécutif
comme des parties en cause (Beaumartin c. France, 24 novembre 1994, § 38, série A n° 296—B, et Di
Giovanni c. Italie, n°51160/06, § 52, 9 juillet 2013).

140. Pour établir si un tribunal peut passer pour «indépendant» aux fins de l'article 6 § 1, il faut
prendre en compte, notamment, le mode de désignation et la durée du mandat de ses membres,
T'existence d’'une protection contre les pressions extérieures et le point de savoir s’il y a ou non appa-
rence d’'indépendance (Findlay c. Royaume—Uni, 25 février 1997, § 73, Recueil 19971, et Brudnicka
et autres c. Pologne, n°54723/00, § 38, CEDH 2005-1I).

141. L'impartialité se définit d’'ordinaire par 'absence de préjugé ou de parti pris. Selon la jurispru-
dence constante de la Cour, aux fins de l'article 6 § 1, I'impartialité doit sapprécier selon une dé-
marche subjective, en tenant compte de la conviction personnelle et du comportement de tel juge,
c’est—a—dire du point de savoir si celui—ci a fait preuve de parti pris ou préjugé personnel en telle
occasion, et aussi selon une démarche objective consistant a déterminer si le tribunal offrait, notam-
ment a travers sa composition, des garanties suffisantes pour exclure tout doute légitime quant a son
impartialité (voir, entre autres, Fey c. Autriche, 24 février 1993, §§ 27—28 et 30, série A n° 255—A, et
Wettstein c. Suisse, n°33958/96, § 42, CEDH 2000-XII).

142. La frontiere entre I'impartialité subjective et 'impartialité objective n’est cependant pas her-
métique car non seulement la conduite méme d’un juge peut, du point de vue d’'un observateur exté-
rieur, entrainer des doutes objectivement justifiés quant a son impartialité (démarche objective) mais
elle peut également toucher a la question de sa conviction personnelle (démarche subjective) (Ky-
prianou c. Chypre [GC], n°73797/01, § 119, CEDH 2005—XIII). Ainsi, dans des cas ou il peut étre
difficile de fournir des preuves permettant de réfuter la présomption d’impartialité subjective du juge,
la condition d’impartialité objective fournit une garantie importante de plus (Pullar c. Royaume—Uni,
10 juin 1996, § 32, Recueil 1996—1I1).

143. En la matiére, méme les apparences peuvent revétir de I'importance ou, comme le dit un
adage anglais, «justice must not only be done, it must also be seen to be done» (il faut non seulement
que justice soit faite, mais aussi qu’elle le soit au vu et au su de tous). Il y va de la confiance que les
tribunaux d’'une société démocratique se doivent d’inspirer aux justiciables (Oleksandr Volkov c.
Ukraine, n°21722/11, § 106, CEDH 2013, et Morice c. France [GC], n°29369/10, § 78, CEDH 2015).

144. Enfin, les concepts d’indépendance et d'impartialité objective sont étroitement liés et, selon
les circonstances, peuvent appeler un examen conjoint (Sacilor—Lormines c. France, n° 65411/01, §
62, CEDH 2006—XIII).

ii. Application de ces principes aux cas d'espece

145. Comme la Cour I'a rappelé plus haut (paragraphes 91—94 ci—dessus), I'article 6 de la Conven-
tion ne s’oppose pas a ce que des tribunaux arbitraux soient créés afin de juger certains différends de
nature patrimoniale opposant des particuliers (Suda, précité, § 48), les clauses contractuelles
d’arbitrage présentant pour les intéressés comme pour I'administration de la justice des avantages
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indéniables (Tabbane, décision précitée, § 25). Les parties a un litige peuvent renoncer a certains
droits garantis par l'article 6 § 1 pour autant que cette renonciation est libre, licite et sans équivoque.
Dans le cas contraire, le tribunal arbitral doit offrir les garanties prévues par l'article 6 § 1 de la Con-
vention (Suda, précité, § 49).

146. La Cour admet qu’en matiere d’arbitrage commercial et d’arbitrage sportif consenti de ma-
niére libre, licite et non équivoque les notions d’'indépendance et d'impartialité pourraient étre inter-
prétées avec souplesse, dans la mesure ou I'essence méme du systeme arbitral repose sur la nomina-
tion des instances décisionnelles, ou du moins d’'une partie d’entre elles, par les parties au litige.

147. Or, dans la présente affaire, la Cour a conclu que la renonciation aux droits garantis par
larticle 6 § 1 de la part de la requérante n’avait pas été libre et «sans équivoque» (paragraphe 114 ci—
dessus), que la renonciation de la part du requérant n’avait pas été «sans équivoque» (paragraphe 122
ci—dessus) et que, par conséquent, les procédures d’arbitrage qui concernaient les intéressés devaient
offrir 'ensemble des garanties de I'article 6 § 1.

148. La Cour doit donc rechercher si le TAS pouvait passer pour un tribunal «indépendant et im-
partial, établi par la loi» au sens de cette disposition et des principes énoncés aux paragraphes 138 a
144 ci—dessus, au moment ot il a statué sur les causes respectives des requérants.

149. Elle releve, a cet égard, que, méme si le TAS était '’émanation d’'une fondation de droit privé
(voir, cependant, Suda, précité, § 53), il bénéficiait de la plénitude de juridiction pour connaitre, sur la
base de normes de droit et a I'issue d'une procédure organisée, toute question de fait et de droit qui
était soumise dans le cadre des litiges dont il était saisi (Chypre, précité, § 233, et Sramek, précité, §
36). Ses sentences apportaient une solution de type juridictionnel a ces litiges et pouvaient faire I'objet
d’un recours devant le Tribunal fédéral dans les circonstances limitativement énumérées aux articles
190 2192 de la LDIP.

Par ailleurs, le Tribunal fédéral, dans sa jurisprudence constante, considérait les sentences rendues
par le TAS comme de «véritables jugements, assimilables a ceux d’'un tribunal étatique» (paragraphe
23 ci—dessus).

Au moment de statuer sur les causes respectives des requérants, par le jeu combiné de la LDIP et
de la jurisprudence du Tribunal fédéral, le TAS avait donc les apparences d’'un «tribunal établi par la
loi» au sens de l'article 6 § 1. Ce qui n’est d’ailleurs pas contesté explicitement par les requérants.
Reste a savoir s'il pouvait passer pour «indépendant» et «impartial» au sens de la méme disposition.

a) Requéte n°67474/10

150. La requérante soutient en premier lieu que le président de la formation arbitrale ayant statué
sur sa cause avait auparavant toujours refusé d’étre nommeé en tant qu’arbitre par un athléte accusé de
dopage, préférant toujours représenter les fédérations sportives. Elle en déduit un préjugé de cet
arbitre a l'encontre des athlétes accusés de dopage et donc un manque d’impartialité.

La Cour note que, devant le Tribunal fédéral, la requérante avait utilisé un autre argument pour
tenter de démontrer le manque d'impartialité du président de la chambre arbitrale. Elle avait soutenu
que, par le passé, celui—ci avait représenté la «ligne dure» de la lutte contre le dopage (paragraphe 23
ci— dessus).

Quoi qu'il en soit, comme le Tribunal fédéral, la Cour n’apercoit aucun élément factuel susceptible
de mettre en doute I'indépendance ou l'impartialité de l'arbitre en question. Les allégations de la
requérante en ce sens sont trop vagues et hypothétiques et doivent par conséquent étre rejetées.

151. En ce qui concerne le financement du TAS par les instances sportives, comme le Gouverne-
ment (paragraphe 130 ci—dessus), la Cour releve que les juridictions étatiques sont toujours financées
par le budget de I'Etat et considére qu’on ne peut pas déduire de cette circonstance un manque
d'indépendance et d’impartialité de ces juridictions dans les litiges opposant des justiciables & 'Etat.
Par analogie, on ne saurait déduire un manque d’indépendance et d'impartialité du TAS en raison
exclusivement de son mode de financement.
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152. La Cour prend également note de la position de la requérante, qui soutient que le TAS ne peut
étre considéré comme un tribunal indépendant et impartial en raison d’'un probléme structurel tenant
aun déséquilibre entre les fédérations et les athlétes dans le mécanisme de nomination des arbitres.

153. La Cour rappelle qu’a I'époque des faits, en vertu de l'article S14 du code de I'arbitrage, la liste
des arbitres du TAS était établie par le CIAS et devait étre composée de la maniere suivante: pour trois
cinquiémes, d’arbitres sélectionnés parmi les personnes proposées par le CIO, les FI et les CNO,
choisis en leur sein ou en dehors ; pour un cinquiéme, d’arbitres choisis par le CIAS «aprés des con-
sultations appropriées, en vue de sauvegarder les intéréts des athlétes» ; et, pour un cinquieme,
d’arbitres choisis, toujours par le CIAS, parmi des «personnes indépendantes» des organismes sus-
mentionnés (paragraphe 33 ci—dessus). Le CIAS n’était donc tenu de choisir quun cinquiéme
d’arbitres parmi des personnalités indépendantes des instances sportives susceptibles de s’opposer
aux athletes dans le cadre de litiges portés devant le TAS. La Cour note d’ailleurs que ce mécanisme de
nomination par cinquiemes a été supprimé en 2012 et remplacé par une formulation plus générale
(paragraphe 38 ci—dessus).

154. En outre, la Cour reléve que méme la nomination du cinquiéme d’arbitres indépendants a
I'égard des instances sportives se faisait a la discrétion du CIAS. Or le CIAS était lui-méme composé
en totalité par des personnalités issues de ces instances (paragraphe 32 ci—dessus), ce qui révele
l'existence d’'un certain lien entre le CIAS et des organisations susceptibles de s’opposer aux athletes
lors d’éventuels litiges portés devant le TAS, notamment d’ordre disciplinaire.

155. De surcroit, d’'une part, les arbitres étaient nommeés pour un mandat de quatre ans renouve-
lable, sans limitation du nombre de mandats, et d’autre part, le CIAS avait le pouvoir de révoquer, par
une décision «sommairement motivée» sur la base de l'article R35 du code de I'arbitrage, tout arbitre
refusant ou étant empéché d’exercer ses fonctions, ou bien ne remplissant pas ses fonctions confor-
mément aux dispositions du méme code (voir, a contrario et mutatis mutandis, Di Giovanni, précité,
§ 57, et Luka c. Roumanie, n°34197/02, § 44, 21 juillet 2009).

156. En l'espéce, la formation arbitrale ayant statué sur le litige opposant la requérante a I'ISU était
composée de trois arbitres, tous choisis a partir de la liste établie par le CIAS, selon les modalités qui
viennent d’étre décrites, et soumis au pouvoir de révocation de ce dernier. Méme la faculté laissée a la
requérante de nommer l'arbitre de son choix était limitée par I'obligation de recourir a cette liste
(articles R33, R38 et R39 du code de 'arbitrage), de sorte que la requérante ne disposait pas d'une
totale liberté de choix — alors que pareille liberté est la régle, par exemple, en matiére d’arbitrage
commercial, en vertu de l'article 12 du réglement de I'ICC.

157. Cela étant, la Cour note que la liste des arbitres établie par le CIAS comportait, a 'époque des
faits, quelques 300 arbitres (paragraphe 37 ci—dessus). Or la requérante n’a pas présenté d’éléments
factuels permettant de douter en général de I'indépendance et de I'impartialité de ces arbitres. Méme
en ce qui concerne la formation arbitrale ayant statué sur sa cause, la requérante n’a contesté in con-
creto qu'un seul arbitre, en I'occurrence le président de la formation arbitrale, sans par ailleurs étayer
ses allégations (paragraphe 150 ci—dessus).

Si la Cour est préte a reconnaitre que les organisations susceptibles de s’opposer aux athlétes dans
le cadre de litiges portés devant le TAS exercaient une réelle influence dans le mécanisme de nomina-
tion des arbitres en vigueur a '’époque des faits, elle ne peut pas conclure que, du seul fait de cette
influence, la liste des arbitres était composée, ne serait—ce qu’'en majorité, d’arbitres ne pouvant pas
passer pour indépendants et impartiaux, a titre individuel, objectivement ou subjectivement, vis—a—
vis de ces organisations.

La Cour ne voit donc pas de motifs suffisants pour s’écarter de la jurisprudence constante du Tri-
bunal fédéral, selon laquelle le systeme de la liste d’arbitres satisfait aux exigences constitutionnelles
d’indépendance et d'impartialité applicables aux tribunaux arbitraux et le TAS, lorsqu’il fonctionne
comme instance d’appel extérieure aux fédérations internationales, sapparente & une autorité judi-
ciaire indépendante des parties (paragraphe 44 ci—dessus).

158. Pour ce qui est du pouvoir du secrétaire général du TAS d’apporter des modifications de
forme a la sentence arbitrale et d’attirer I'attention de la formation arbitrale, apres les délibérations,
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sur des questions de principe, qui, selon la requérante, constituerait une illustration de plus du
mangque d’'indépendance et d'impartialité du TAS vis—a—vis des instances sportives, la Cour note que
la requérante n’a pas apporté la preuve que la sentence du 25 novembre 2009 ait été modifiée par
I'intervention du secrétaire général du TAS, a fortiori dans un sens qui lui aurait été défavorable.

La Cour n’apergoit donc aucune raison de s’écarter des conclusions du Tribunal fédéral qui, dans
son arrét du 10 février 2010, a jugé ces allégations comme une pure spéculation ne reposant sur aucun
fait établi (paragraphe 23 ci—dessus).

159. Au vu de ce qui précede, la Cour conclut qu’il y n’y a pas eu violation de l'article 6 § 1 de la
Convention en raison d’'un prétendu manque d’indépendance et d'impartialité du TAS.

B) Requéte n° 40575/10

160. La Cour observe que la situation du requérant est différente de celle de la requérante. D'une
part, le requérant a librement choisi de recourir au TAS plutét qu’a un tribunal étatique, alors que,
contrairement a la requérante, il en avait la possibilité (paragraphes 116 a 123 ci—dessus). D’autre part,
il ne se plaint pas d'un manque d’indépendance et dimpartialité du TAS en raison d'un probléeme
structurel tenant au mécanisme de nomination des arbitres. Il se plaint uniquement d'un manque
d’indépendance et dimpartialité, a titre individuel, de deux arbitres ayant composé la formation
arbitrale qui a rendu la sentence du 31 juillet 20009.

— En ce qui concerne I'indépendance et I'impartialité de I'arbitre D.—R. M.

161. La question qui se pose est celle de savoir si le fait que Me D.—R. M. avait déja siégé dans la
formation ayant rendu la sentence du 15 décembre 2005 a pu légitimement donner a craindre de la
part de celui—ci un parti pris quant a la sentence rendue le 31 juillet 2009.

162. Pour se prononcer sur l'existence d’une raison légitime de douter de 'impartialité de cet ar-
bitre, le point essentiel est de savoir si les questions que celui—ci avait traitées dans la sentence du 31
juillet 2009 étaient analogues a celles sur lesquelles il avait eu a statuer dans la sentence du 15 dé-
cembre 2005 (voir, mutatis mutandis, Morel c. France, n° 34130/96, § 47, CEDH 2000—VI). Pour
quun préjugé ait pu se créer, il faut, d’'une part, que I'arbitre mis en cause ait eu successivement a
connaitre de faits identiques et, d'autre part, qu’il ait eu a répondre a la méme question ou, du moins,
que I'écart entre les questions qu’il a eu a trancher ait été infime (voir, mutatis mutandis, Liga Portu-
guesa de Futebol Profissional c. Portugal, n°4687/11, § 69, 17 mai 2016).

163. La Cour note que la question tranchée par la premiere sentence arbitrale était celle de
linterprétation des termes «unilateral breach» de Tl'article 21 du réglement de 2001, et que celle
tranchée par la sentence du 31 juillet 2009 était en revanche liée a la correcte application de l'article
22 du reglement de 2001 par la CRL dans sa décision du 7 mai 2008 relative aux dommages—intéréts
que le requérant devait verser au club Chelsea.

164. Par conséquent, comme le Tribunal fédéral I'a, a juste titre, relevé, bien que les faits généra-
teurs de la cause soient les mémes, les questions juridiques tranchées par les deux formations arbi-
trales sont a I'évidence nettement distinctes, la premiere portant sur la responsabilité contractuelle du
requérant, la deuxiéme sur le quantum des dommages—intéréts devant étre versés a la partie 1ésée.

165. Des lors, la Cour estime qu’il n’y a pas eu violation de l'article 6 § 1 de la Convention en raison
d’un défaut d’impartialité de I'arbitre D.—R. M.

—En ce qui concerne I'indépendance et I'impartialité de I'arbitre L. F.

166. Selon le requérant, l'arbitre L. F. était associé dans un cabinet d’avocats représentant les inté-
réts du propriétaire du club Chelsea et il ne pouvait donc pas passer pour indépendant et impartial
envers ce club.

167. La Cour note que, par un arrét longuement motivé et ne révélant aucune trace d’arbitraire, le
Tribunal fédéral a conclu que le requérant n’avait pas apporté la preuve de ses allégations. Le requé-
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rant I'a d’ailleurs reconnu lui-méme devant cette haute juridiction, et il ne soutient pas le contraire
devant la Cour.

168. La Cour n’apercoit donc aucune raison sérieuse de substituer son propre avis a celui du Tri-
bunal fédéral sur ce point et conclut qu’il n’y a pas eu violation de I'article 6 § 1 de la Convention en
raison d'un défaut d’'impartialité de 'arbitre L. F.
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